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violations and International Humanitarian Law within the Colombian armed conflict. 
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Resumen 
En Colombia por más de medio siglo ha existido el conflicto armado no internacional entre 
las fuerzas armadas del Estado y grupos armados organizados o fuerzas armadas disidentes. 
Sin embargo, durante el periodo 2002-2010, según la Fiscalía General de la Nación 4.475 
jóvenes no combatientes fueron asesinados por el Ejército Nacional de Colombia y 5.763 
según los datos de la Coordinación Colombia-Europa-Estados Unidos, no solo jóvenes, tam-
bién se incluyen campesinos, obreros, habitantes de calle e indígenas en total cerca de diez 
mil personas (Rojas Bolaños & Benavides Silva, 2017) victimas que el Derecho Internacional 
Humanitario ha considerado según los Convenios de Ginebra y sus Adiciones “personas pro-
tegidas”.  
Los homicidios en persona protegida como se le conoció, según el Derecho Internacional 
Humanitario (DIH) o ejecuciones extrajudiciales o “falsos positivos” como se le conoció en 
Colombia en el 2008, fue un escándalo en el cual resultaron involucrados distintos mandos 
del Ejército Nacional de Colombia quienes fueron investigados y juzgados por las jurisdic-
ciones penal y disciplinaria. Dentro de estos procesos la etapa probatoria ha sido el punto de 
difícil tratamiento para los operadores jurídicos y las partes dentro del proceso. Pues, com-
probar las ejecuciones extrajudiciales con pruebas directas por el contexto en los cuales se 
presentaron los hechos, en su mayoría representa un reto, ya que en muchas ocasiones el juez 
tiene a la mano únicamente indicios, medios materiales probatorios que luego de un estudio 
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y flexibilización de sus estándares resultan ser pertinentes, conducentes y útiles para decidir 
en estos casos tal y como lo ha señalado la Corte Constitucional de Colombia y el Consejo 
de Estado. 
Palabras Clave: Homicidio; Persona Protegida; Materiales Probatorios; Flexibilidad Proba-
toria; Principio de Equidad; Principio Pro Homine; Colombia. 
Abstract 
In Colombia, for more than half a century there has been a non-international armed conflict 
between the armed forces of the State and organized armed groups or dissident armed forces. 
However, during the period 2002-2010, according to the Office of the Attorney General of 
the Nation, 4,475 young non-combatants were killed by the Colombian National Army and 
5,763 according to data from the Colombia-Europe-United States Coordination, not only 
young people, but also They include peasants, workers, street dwellers and indigenous people 
in total about ten thousand people (Rojas Bolaños & Benavides Silva, 2017) victims that the 
International Humanitarian Law has considered according to the Geneva Conventions and 
their Additions “protected persons”. 
The homicides of a protected person as he was known, according to International Humani-
tarian Law (IHL) or extrajudicial executions or "false positives" as he was known in Colom-
bia in 2008, was a scandal in which different commands of the National Army of Colombia 
who were investigated and tried by the criminal and disciplinary jurisdictions. Within these 
processes the evidentiary stage has been the point of difficult treatment for the legal operators 
and the parties within the process. Well, verifying the extrajudicial executions with direct 
evidence due to the context in which the events were presented, mostly represents a chal-
lenge, since on many occasions the judge has only evidence at hand, material evidence that 
after a Study and flexibilization of its standards turn out to be pertinent, conducive and useful 
to decide in these cases as the Constitutional Court of Colombia and the State Council have 
indicated. 
Keywords: Homicide; Protected Person; Probation Materials; Probationary Flexibility; Eq-
uity Principle; Pro Homine Principle; Colombia. 
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Introducción 
La presente investigación se realiza con el fin de determinar y desarrollar la aplicación del 
criterio de flexibilidad probatoria en los casos de homicidio en persona protegida, toda vez 
que tal y como lo ha expresado la Corte Constitucional de Colombia en la sentencia SU-
035/18 resulta difícil para los operadores jurídicos y las partes demostrar con materiales pro-
batorios directos estas graves violaciones de derechos humanos por el contexto en el cual se 
ejecutan. En la mayoría de los casos se cometen en áreas rurales donde resulta difícil reunir 
medios materiales que acrediten los hechos.  
Sin embargo, en los casos en los que si existen dichas pruebas la ley no es tan rigurosa al 
momento de revisar la tarifa legal de las mismas. Por otro lado, en estos procesos los mate-
riales probatorios con los que cuenta el juez son por un lado todo el acervo probatorio del 
Estados y por otro lado el acervo probatorio de la victimas que ocasiones son indicios, que, 
según el procedimiento, la doctrina, y la misma Corte Constitucional resultan insuficientes 
para demostrar un hecho. 
Las graves violaciones a los derechos humanos por parte del Estado fueron desde ejecuciones 
extrajudiciales, desplazamiento forzado, desaparición forzada hasta casos de tortura, pero tal 
como lo ha intentado justificar el Gobierno Nacional este actuar correspondió a la lucha del 
conflicto armado contra los grupos guerrilleros que haciendo uso del terrorismo amedrenta-
ron a la población y generaron inestabilidad institucional estatal.  
La responsabilidad del Estado colombiano se ha visto enmarcada en la acciones contrarias y 
omisión del deber encargado por ser parte del sistema interamericano de derechos humanos, 
pues la protección de los derechos humanos y fundamentales de su población han sido vul-
nerados fallando al deber ser del Estado Social de Derecho en el que “las autoridades públi-
cas, basadas en el poder- deber que ejercitan frente al ciudadano, adquieren no solo la obli-
gación de protección de los derechos sino de promoción de los mismos; es decir, las autori-
dades públicas consagran la obligación de la dignidad humana” (Dussán Alarcón , 2016, pág. 
33) razón por la cual ante Tribunales Internacionales como la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos ha sido condenado a reparar los daños y perjuicios causados a las víctimas.  
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Lo anterior será estudiado en torno al criterio de flexibilidad probatoria como herramienta 
jurídica de la cual el operador jurídico puede hacer uso en casos de graves violaciones de 
derechos humanos para ello se abarcará el Derecho Internacional Humanitario desde una 
breve historia de sus orígenes, las fuentes que de esta rama de Derecho Internacional, los 
principios universales que rigen los conflictos armados, conflicto armado no internacional 
colombiano, las ejecuciones extrajudiciales o “falsos positivos” entre el 2002-2010,  pronun-
ciamientos de la Corte Constitucional de Colombia y la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos a cerca del análisis del criterio de flexibilidad probatoria y el análisis de la compo-
sición del criterio de flexibilidad probatoria. 
Esta investigación es importante para la sociedad y para el Derecho, porque dicho criterio 
brinda equilibrio y seguridad jurídica al juez para la protección de derechos fundamentales 
en casos de graves violaciones por parte del Estado colombiano, en los que no sea posible la 
recolección de medios probatorios que resulten pertinentes, conducentes y útiles para demos-
trar hechos que lleven a un fallo justo y en equidad por el contexto nacional en el que se 
vieron pormenorizados personas civiles protegidas a la luz del Derecho Internacional Huma-
nitario y el Derecho Internacional de los Derechos Humanos  
¿Cómo opera y de qué forma aplica el criterio de flexibilidad probatoria en los procesos de 
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1. Derecho Internacional Humanitario (DIH) 
Derecho Internacional Humanitario o DIH es una rama del Derecho Internacional que tiene 
como objetivo humanizar las guerras, poner límites a las partes, proteger a las personas que 
dejaron de participar, a las que no tienen participación en la misma, unidades de salud, reli-
giosas y prisioneros de guerra. El “DIH implica limitar los actos de guerra, así como respetar 
la vida y la existencia de las personas que no conforman los ejércitos o grupos armados en 
contienda” y su objetivo “se centra en la no instrumentalización de los individuos y en ase-
gurar un mínimo de derechos a los combatientes, que les propicien la certeza de no ser ata-
cados indiscriminadamente ni ser agredidos por su rival su se rinden o caen en su poder” 
(Bernal Castro, Moya Vargas, Carvajal Martinez, & Tirado Acero, 2018). 
Su origen es inherente al mismo inicio de las guerras entre los primeros pueblos que habita-
ron, este DIH fue netamente consuetudinario el cual se reflejaba en acuerdos entre los pue-
blos involucrados de ciertas reglas que ponían extremos a las guerras y de esta manera pro-
teger a su población o el mismo territorio en el cual se ubicaban. Pero el imparable creci-
miento de las poblaciones que se convirtieron en grandes civilizaciones, imperios y naciones 
puso de presente la necesidad en 1859 como consecuencia de la batalla entre Francia y Aus-
tria la conformación de unidades independientes y neutrales que prestaran asistencia a los 
soldados heridos en batalla, ideas que plasmó Henry Dunant en su libro Recuerdo de Solfe-
rino  y que en Europa tuvo gran acogida y como resultado en 1863 se fundó el Comité Inter-
nacional de la Cruz Roja y el primer Convenio de Ginebra en 1864 para el mejoramiento de 
la suerte que corren los militares heridos en los ejércitos en campaña. (Melzer, 2019). 
1.1 Fuentes del Derecho Internacional Humanitario  
Al igual que el Derecho Internacional las fuentes del DIH son el derecho internacional hu-
manitario convencional (convenios internacionales generales o particulares), el derecho in-
ternacional humanitario consuetudinario (la costumbre internacional), los principios genera-
les del derecho, la jurisprudencia y la doctrina tal como lo consagra el artículo 38 del Estatuto 
de la Corte Internacional de Justicia (CIJ). Fuentes que junto con los principios del DIH son 
el pilar del desarrollo y aplicación de este en los conflictos armados tanto internacionales 
como no internacionales y que revisaremos a continuación: 
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a) Derecho Internacional Humanitario Convencional 
Los tratados y convenciones internacionales que se caracterizan por ser escritos según 
el artículo 2 literal a) de la Declaración de Viena de 1969 son una de las fuentes junto 
con el Derecho Consuetudinario más importantes para el DIH y los más ratificados a 
nivel mundial, esto ha permitido que desde el Derecho Convencional las normas, re-
glas, prohibiciones y limitaciones en tiempos de guerra sean universales, pues entre 
los tratados y convenciones más reconocidos encontramos los Convenios de Ginebra 
de 1949, los tres Protocolos Adicionales de 1977 (I y II) y 2005 (III) y el Reglamento 
de la Haya de 1907.  
A diferencia del Derecho Internacional Humanitario Consuetudinario, por la caracte-
rística de ser escrito, la normativa plasmada debe cumplirse al literal por las partes 
contratantes porque cada tratado delimita y obliga a los Estados a actuar bajo los 
postulados en derecho incluidos en su ratificación y cualquier situación futura que 
sugiera cambios en este actuar debe analizarse, interpretarse y plasmarse de la misma 
forma en que se creó el tratado. Por esta razón el Derecho Internacional Humanitario 
“es una de las ramas del derecho internacional más codificadas, Por lo tanto, en la 
práctica, las fuentes del DIH más importantes son los tratados aplicables al conflicto 
armado de que se trate” (Melzer, 2019, pág. 21). 
Gracias al Derecho Convencional podemos hablar de que dentro del DIH existen dos 
clases de Derecho aplicable en los conflictos armados en general, “el derecho de La 
Haya o derecho de la guerra, y el derecho de Ginebra o derecho humanitario propia-
mente dicho” (Valencia Villa, 2013, pág. 37). Ambos derechos se complementan en-
tre si ya que el primero se encarga de limitar a las partes frente al uso de ciertos 
medios y métodos de guerra empleados y el segundo tal como el nombre lo indica es 
brindarle la protección a las personas que no tengan participación o dejen de partici-
par en el conflicto. 
 
b) Derecho Internacional Humanitario Consuetudinario (DIHC) 
El origen del DIH se encuentra en la costumbre tal como lo mencionamos anterior-
mente, la guerra es inherente a la humanidad, desde el origen de las civilizaciones 
han existido conflictos armados entre los pueblos bien sea por el dominio de un terri-
torio, la imposición de una cultura o religión, la prevalencia de un sistema económico, 
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corrientes ideológicas, políticas entre otras, en aquellos conflictos las partes de forma 
verbal llegaban a acuerdos en los que hacían ciertos consensos que solo aplicaban 
para el tiempo y lugar en el cual se desarrollaba la guerra a partir de allí el DIH fue 
evolucionando para llegar a codificarse tal como lo conocemos hoy en día ,“sus nor-
mas y principios a menudo se originan en la costumbre, es decir, las prácticas de los 
Estados (usus) que son generalmente aceptadas como derecho (opino juris)” (Melzer, 
2019, pág. 22).  
No obstante, a pesar de que el derecho consuetudinario no se origine en textos escritos 
si no en una práctica continuada ejercida por un Estado o varios Estados no es signi-
ficado de que no es plasmado y como prueba de ello tenemos las normas de Derecho 
Internacional Humanitario Consuetudinario que consagran las practicas que han to-
mado un rumbo universal y que en general se han convertido en principio tales como 
el principio de distinción, prácticas que definen los métodos específicos de guerra, el 
empleo de las armas, el trato debido a las personas fuera de combate y la consagración 
por el respeto de las partes al DIH junto con las medidas para lograr el cometido. 
(Henckaerts, 2007). 
 
1.2 Persona protegida según el Derecho Internacional Humanitario 
Con el fin de abordar el termino de persona protegida primero debemos revisar los principios 
del Derecho Internacional Humanitario y de esta manera entender de donde surge y como se 
ha llegado a la trascendencia actual especialmente en Colombia: 
a) Principio de distinción  
Es el fundamento por el cual el Derecho Internacional Humanitario fue creado, pues 
el único objetivo de las partes en la guerra es el debilitamiento de las fuerzas militares 
(Declaración de San Petersburgo de 1868) y bienes considerados como objetivo mi-
litar, por otro lado, sin justificación alguna deben actuar siempre con el fin de proteger 
y evitar ataques a la población civil y los bienes de esta. 
La protección a la población o personas civiles se encuentra en el Derecho Interna-
cional Humanitario Convencional en el IV Convenio de Ginebra de 1949 que regla-
menta la protección debida de las personas civiles en el tiempo de guerra que expre-
samente y reconoce aquellas personas que no gozan de esta protección. Cada 
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Convenio trata sobre un grupo específico de personas civiles protegidas, por ejemplo, 
los heridos y los enfermos de las fuerzas armadas en campaña (I Convenio de Ginebra 
de 1949), los heridos, los enfermos y los náufragos de las fuerzas armadas en el mar 
(II Convenio de Ginebra de 1949) y el trato debido a los prisioneros de guerra (III 
Convenio de Ginebra de 1949). El Protocolo Adicional I en su artículo 48 exige a las 
partes contratante aplicar el principio de distinción en todo momento de guerra entre 
población civil y combatientes y bienes de la población y los bienes con carácter de 
objetivo militar que son los únicos sobre lo que deben dirigirse cualquier tipo de ata-
que y hostigamiento y el 51 que encierra la protección de la población civil específi-
camente y enumera los casos que expresamente representan obligaciones para las 
partes del conflicto y que por ningún motivo deben justificar para atacar. 
Con el fin de constituir una participación directa en las hostilidades se deben tener en 
cuenta los siguientes elementos (i) Umbral de daño, (ii) Causalidad directa y (iii) 
Nexo beligerante, la armonía de estos tres elementos da paso a la distinción entre 
aquellos que participan directamente en los hostigamientos y los que no para final-
mente dar la protección que pregona el DIH en los conflictos armados. 
b) Principio de humanidad  
Este principio va de la mano con el de distinción y es que además de la protección 
que se le debe brindar a la población civil, es deber brindar un trato humano de las 
partes, por ejemplo la prohibición de cualquier tipo de discriminación, pues se debe 
tener en cuenta que las personas son seres humanos y por este solo hecho deben ser 
tratadas como tal y tanto en territorio enemigo como en el territorio amigo sin impor-
tar que tipo de persona protegida es, se debe cumplir con este principio, así lo consa-
gra el numeral 1 del artículo 3 común de los Convenios de Ginebra por otro lado, el 
Derecho Internacional Humanitario Consuetudinario plasma este principio en la 
norma 87 y 88  (Henckaerts, 2007). 
c) Principio de Limitación  
Tanto los atacantes como los atacados en la guerra bajo el principio de distinción 
deben procurar causar el menor daño posible a los objetivos militares y por ningún 
motivo atacar la población civil, por otro lado, las partes deben tomar todas las me-
didas necesarias para proteger a su población civil, el Protocolo Adicional de 1977 
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establece este principio de precaución en el artículo 57 Precauciones en el ataque 
numeral 1  y el articulo 58 Precauciones contra los efectos de los ataques y el Derecho 
Internacional Humanitario Consuetudinario se desarrolla en la norma  y la norma 22 
estas precauciones deben aplicarse en conflictos armados internacionales y no inter-
nacionales. 
d) Igualdad de los beligerantes y no reciprocidad  
Este principio se divide en dos principios, el primero igualdad de los beligerantes 
hace referencia al cumplimiento que las partes involucradas en un conflicto deben 
darle al DIH y ningún motivo justifica su incumplimiento y el segundo es el de no 
reciprocidad el cual consiste en que ninguna de las partes puede responder a un ataque 
recibido por ninguna razón ni siquiera actuando en legítima defensa salvo las condi-
ciones estrictamente permitidas, cabe aclara que aunque se apliquen alguna de estas 
condiciones que de paso a un ataque por ningún motivo deben ser dirigidos a las 
personas u objetos protegidos. Según el Derecho lnternacional Humanitario Conven-
cional este principio lo encontramos en el artículo 1 común de los Convenios de Gi-
nebra de 1949 es claro en establecer que el respeto y compromiso por el tratado es 
obligación para las partes contratantes y aceptan y asumen la protección de I (Los 
heridos y enfermos durante la guerra de las fuerzas armadas en campaña) II (Los 
heridos, enfermos y náufragos de las fuerzas armadas en el mar) III (Los prisioneros 
de guerra) y el IV (La protección de las personas civiles incluso en los territorios 
ocupados por el enemigo) y en el Derecho Internacional Humanitario Consuetudina-
rio en las normas 139  y 140 (Henckaerts, 2007). 
e) Equilibrio entre la necesidad militar y las consideraciones de humanidad 
A pesar de que el deber ser de la guerra es causar enfrentamientos entre las partes que 
dejen consecuencias mortales o destrucciones a objetos militares existe un límite y es 
la protección de la humanidad es decir que a pesar de la guerra sus efectos deben ser 
lo menos grave posible porque el hecho de que exista un enfrentamiento esto no es 
excusa para exterminar el mundo. Prueba de este límite es el artículo 35 del Protocolo 
Adicional I de 1977 que consagra las normas fundamentales y restricciones a los mé-
todos y medios de guerra que están permitidos emplear con el fin de salvaguardar este 
principio y ordena lo siguiente: 
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1. En todo conflicto armado, el derecho de las Partes en conflicto a elegir los méto-
dos o medios de hacer la guerra no es ilimitado. 
2. Queda prohibido el empleo de armas, proyectiles, materia y métodos de hacer la 
guerra de tal índole que causen males superfluos o sufrimientos innecesarios. 
3. Queda prohibido el empleo de métodos o medios de hacer la guerra que hayan 
sido concebidos para causar, o de los que quepa prever que causen, daños exten-
sos, duraderos y graves al medio ambiente natural. 
f) Principio de proporcionalidad  
En caso de que dentro de los planes militares sea inevitable el daño a la población u 
objetos civiles por obligación el atacante debe suspender sus operaciones y así lo 
consagra el Protocolo Adicional I de 1977 en el artículo 51 numeral 5 literal B   y el 
articulo 57 numeral 2 literal A número iii literal B y en el Derecho Internacional Hu-
manitario Consuetudinario las normas aplicables de este principio como resultado de 
la practica son 14, 18 y 19. 
g) Principio de sufrimientos innecesarios  
Se prohíbe causar por algún método o medio de guerra sufrimientos o daños más allá 
de los que estos causen a los combatientes, este principio fue reconocido en la Decla-
ración de San Petersburgo expresamente para el uso de ciertos proyectiles que causa-
ren daños con sustancias explosivas o cierta cantidad de gramos de cada uno 
(Henckaerts, 2007), este principio se consagra expresamente en el Protocolo Adicio-
nal I de 1977 en el artículo 35 numeral 2, el Reglamento de La Haya artículo 23 literal 
E y en el DIHC en la norma 70. 
1.2.1 Definición persona protegida 
Con base en los principios anteriormente analizados podemos ver que el deber ser del Dere-
cho Internacional Humanitario es ordenar la distinción por las partes en tiempos de guerra 
entre aquellos que participen directamente en las hostilidades de aquellos que no tienen par-
ticipación alguna o que participen indirectamente, en otras palabras:  
Son personas protegidas aquellas a las que se aplica un tratado humanitario particu-
lar, es decir, aquellas que en tiempo de conflicto ya sea interno o internacional, se 
benefician de normas internacionales cuya fuente puede ser un tratado o el mismo 
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derecho internacional consuetudinario, siempre en aras de salvaguardar la dignidad 
humana a pesar de encontrarse en tiempos de guerra. (Salcedo Franco, 2014, pág. 14) 
2. Conflicto armado internacional y no internacional 
Un conflicto armado es la recurrencia de un Estado al uso de su fuerza armada contra otro 
Estado o la ocupación del territorio de otro Estado con fines beligerantes. Esta recurrencia se 
da entre un estado y grupos armados organizados o entre grupos armados por un tiempo 
prolongado por medio de violencia y es allí donde aplica el Derecho Internacional Humani-
tario. Existen dos tipos de conflictos armados reconocidos a nivel mundial y la normatividad 
se encuentra en el Reglamento de La Haya 1907, Convenios de Ginebra de 1949 y el Proto-
colos Adicionales: 
a) Conflicto Armado Internacional 
Es el enfrentamiento entre dos Estados o más con el uso de sus fuerzas armadas con fines 
beligerantes, dichos estados son reconocidos por los demás por su soberanía, a partir de 
allí se denomina conflicto armado internacional. La Comisión Internacional de la Cruz 
Roja CIRC en el documento de opinión de marzo de 2008 lo define “como aquel en que 
se enfrentan “Altas Partes Contratante”, en el sentido de Estados y ocurre cuando uno o 
más Estados recurren a la fuerza armada contra otro Estado, sin tener en cuenta las razo-
nes o la intensidad del enfrentamiento. Las normas pertinentes del DIH pueden ser apli-
cables incluso si no hay hostilidades abiertas. Además, no hace falta que se haga oficial-
mente una declaración de guerra o un reconocimiento de la situación, la posibilidad de 
aplicar el DIH a esa situación”. 
b) Conflicto Armado no Internacional 
Este tipo de conflicto fue reconocido en el artículo 3 común de los Convenios de Ginebra 
de 1949 y se reglamentó en el Protocolo Adicional II de 1977 y en los convenios que 
prohíben cierto uso de armas, medios y métodos de guerra entre ellos, la Convención de 
1980 sobre ciertas armas convencionales y la prohibición del uso de minas antipersonas 
de 1997. Este conflicto consiste en el enfrentamiento entre la fuerza armada de un Estado 
contra grupos armados organizados o entre los mismos grupos armados organizados. 
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La característica principal para llamar un conflicto como no internacional, es que la beli-
gerancia se desarrolle al interior del territorio de un Estado, los Grupos Armados Orga-
nizados no tienen reconocimiento internacional y tampoco soberanía alguna, además, su 
conformación tiene una serie de características que se muestra a continuación: 
La existencia de una estructura de mando y de normas y mecanismos disciplinarios 
dentro del grupo; la existencia de un cuartel general; el hecho de que el grupo controle 
cierto territorio; la capacidad del grupo para aprovisionarse de armamento, de otro 
equipamiento, de reclutas y de entretenimiento militar; la capacidad para planificar, 
coordinar y ejecutar operaciones militares, incluidos movimientos de tropas y logís-
tica; la capacidad para definir una estrategia militar unificada y emplear tácticas mi-
litares; la existencia de un vocero oficial y la capacidad del grupo para negociar y 
celebrar acuerdos de paz o de cese al fuego. (Melzer, 2019, pág. 75). 
2.1 Ejecuciones extrajudiciales entre los años 2002 y 2010 en Colombia. 
El conflicto armado en Colombia ha generado una crisis persistente en el tiempo desde sus 
inicios en los aspectos políticos, sociales, económicos y culturales, tanto así que a nivel na-
cional la inestabilidad causada 
ha terminado por caracterizar al país como un lugar en que el Estado pierde legitimi-
dad e incluso control, por la falta de presencia de muchas regiones del territorio na-
cional; por ineficacia institucional; por un alto grado de influencia de la comunidad 
internacional en las decisiones internas; por altos niveles de pobreza, desempleo y 
exclusión social; por relaciones de poder que han generado corrupción, clientelismo, 
monopolios y preferencias económicas. (Tawse-Smith, 2008, pág. 272) 
Los actos hostiles que fueron en aumento al finalizar los años 90 y el inicio de la década del 
2000 obligaron en el año 2002 al presidente Álvaro Uribe Vélez implementar un cambio 
radical incentivando la lucha contra las guerrillas y grupos alzados en armas contra el Estado, 
esta idea se plasmó en el plan de Política de Defensa y Seguridad Democrática en el 2003 
como respuesta a la necesidad mundial de cambiar “el tratamiento del terrorismo después de 
los acontecimientos del 11 – S donde se creó un nuevo paradigma para la lucha total contra 
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el terrorismo, al corroborarse que los actos terroristas alcanzaron niveles transnacionales” 
(Chacón Triana, Rodriguez Bejarano, & Cubides Cardenas, 2018) definida como: 
una política de Estado de largo plazo, que se desarrollara en coordinación con todas 
las entidades del Gobierno y las demás ramas del poder. La verdadera seguridad de-
pende no solo de la capacidad de la Fuerza Pública de ejercer el poder coercitivo del 
Estado, sino también de la capacidad del poder judicial de garantizar la pronta y cum-
plida administración de justicia. (Presidencia de la Republica - Ministerio de Defensa 
Nacional, 2003) 
La política de Defensa y Seguridad Democrática según el Gobierno de turno oprimiría todos 
los actos terroristas por parte de los grupos guerrilleros, mostrando no solo al país sino a la 
comunidad internacional avances en la lucha contra el terrorismo. Sin embargo, esta lucha 
traería consigo la consecución de un equilibrio que “se basa en respetar los derechos de las 
personas pero teniendo como eje de esa obligación de respeto y garantía de los derechos 
humanos, la prevalencia de la seguridad internacional y la protección de la comunidad; de 
este modo, los mismos se han visto vulnerados con muchas justificaciones, entre ellas, aque-
lla de la existencia de un conflicto armado” (Chacón Triana, Pinilla Malagón, & Hoyos Rojas, 
2018).  
Con base en esta política, la presión hacia las Fuerzas Armadas durante su vigencia aumentó, 
y se vieron obligadas a dar resultados en la lucha contra el terrorismo y fue así como a finales 
del año 2008 en el departamento del Norte de Santander fueron encontrados los cuerpos sin 
vida de 19 jóvenes provenientes del municipio de Soacha que habían sido reportados como 
desaparecidos, hallazgo que desató un escándalo que involucró a miembros del Ejército Na-
cional lo cuales cometían crímenes “en contra de jóvenes provenientes de estratos populares 
que atraídos con promesas de empleo eran llevados a zonas de conflicto donde efectivos 
militares se encargaban de ultimarlos para reportarlos luego como guerrilleros muertos en 
combate” (Rojas Bolaños & Benavides Silva, 2017, pág. 20).  
Este escándalo causo revuelo nacional e internacional, por ejemplo, la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos que exigió al Estado colombiano en casos de ejecuciones extrajudi-
ciales, reparar a las víctimas y así “proporcionar a la víctima y a sus familiares la Restituto 
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in integrum de los daños causados. Las reparaciones se clasifican en medidas de satisfacción 
e indemnización” (Chacón Triana N. , 2015, pág. 39). 
Estos dos periodos presidenciales son un referente del antes y después de las ejecuciones 
extrajudiciales, pues, es en esta época donde se conocen y se registran altos índices de de-
nuncias de estas prácticas por parte de familiares de las victimas reportadas por parte de las 
Fuerzas Armadas como bajas en combate. Situación que se reflejará a continuación en una 
gráfica propia con los datos de (Centro de Investigación y Educación Popular/ Programa por 
la Paz (CINEP/PPP), 2011) que en el capítulo “Muestra de casos cronológica” (págs. 12-210) 
registra que desde el año 1984 se presentas graves violaciones de derechos humanos y la 
situación se hizo más gravosa en los dos periodos presidenciales de Álvaro Uribe Vélez. Cabe 
resaltar que estos datos obtenidos y expuestos por el autor son tomados tal como lo indica el 
nombre del capítulo, una muestra, “que supone la conciencia de que el fenómeno es enorme-
mente mayor, pero que no hay posibilidades técnicas de abarcarlo en su totalidad” que a su 
vez “revela una política sistemática de simulación de resultados bélicos “positivos” a favor 
del gobierno, que no corresponden a la realidad” (pág. 210). 
 
Casos de Ejecuciones Extrajudiciales
Belisario Batancur (1982-1986) Virgilio Barco Vargas (1986-1990)
César Gaviria Trujillo (1990-1994) Ernesto Samper Pizano (1994-1998)
Andrés Pastrana Arango (1998-2002) Alvaro Uribe Velez (2002-2006)
Alvaro Uribe Velez (2006-2010)
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3. Criterios jurisprudenciales de la Corte Constitucional, Consejo de Estado y 
Corte Interamericana de Derechos Humanos sobre el criterio de flexibilidad 
probatoria. 
Con base en lo anterior, las ejecuciones extrajudiciales han presentado un gran reto para los 
administradores de justicia porque la mayoría de estos hechos se cometieron en sitios rurales 
alejados de una prueba que a la luz del derecho probatorio y el ejercicio de valoración pro-
batoria resulte directa para dar por probado un hecho y así lo ha determinado la Corte Cons-
titucional y Consejo de Estado que en el uso de sus facultades han proferido sentencias que 
fijan un precedente sobre el criterio jurídico de flexibilización probatoria. 
a) Corte Constitucional de Colombia 
Sentencia SU035/18 – Magistrado Ponente JOSE FERNANDO REYES CUAR-
TAS 
La Corte Constitucional reconoce que en materia de homicidios en persona protegida 
denominados comúnmente falsos positivos la flexibilización de los estándares proba-
torios es vital ya que admite que demostrar tal hechos mediante una prueba directa es 
casi imposible por la vulnerabilidad de las víctimas y la posición dominante que ejer-
cen las Fuerzas Militares, por lo que se ha establecido que los indicios son los medios 
probatorios que por excelencia permiten llevar al juez a determinar la responsabilidad 
de la Nación. 
Como hecho jurídicamente relevante: 
El señor Olivo Peña Ortega a las 6:00pm del 14 de agosto de 2008, fue rete-
nido en cercanías de la vereda La Perla del corregimiento Puente Real del 
municipio de San Calixto Norte de Santander, por miembro de la Compañía 
Coyotes del Batallón Contraguerrillas 95, perteneciente a la Brigada Móvil 15 
del Ejercito Nacional, quienes le dispararon en repetidas ocasiones, simulando 
un combate, hasta la muerte. 
La Corte afirma que, en materia de graves violaciones a los derechos humanos, los 
estándares probatorios se flexibilizan a efecto de dar aplicación a los principios pro 
homine y equidad. 
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Las pruebas recolectadas del caso en concreto deben tener un carácter trasversal por 
tanto pueden ser trasladadas y servirán al juez penal, operador disciplinario y juez 
administrativo que en cualquiera de los casos deberá privilegiar racionalmente aque-
llas que acrediten un grado superior de probabilidad lógica o de probabilidad preva-
leciente, resultado que se obtiene aplicando las reglas de la experiencia que incluyen 
conocimientos técnicos, leyes científicas o generalizaciones del sentido común. 
Sentencia T-926/14 – Magistrado Ponente GLORIA STELLA ORTIZ DEL-
GADO 
El 26 de septiembre de 2005, en la vereda “La Playa” del municipio de Barbosa, An-
tioquia miembros del Ejército Nacional de Colombia, ejecutaron extrajudicialmente 
a Carlos Alberto Ospina Bedoya. Los familiares víctimas del suceso presentaron ac-
ción de reparación directa contra la Nación y se aportaron los registros civiles como 
copia simple con el fin de acreditar el parentesco con el señor Carlos Alberto Ospina 
Bedoya.  
Para la Corte “la equidad tiene una función derogatoria o correctiva de la ley, ya sea 
por vía de la interpretación o de la flexibilización de norma general. Una de las apli-
caciones de este principio es la adaptación del estándar de prueba exigido en ciertos 
casos”. La forma en la que ocurren las violaciones de derechos humanos constituye 
en sí mismo dificultades para probar por esta razón los jueces deben evaluar en que 
forma distribuyen la carga probatoria además de la valoración que le deben dar desde 
su puesto como administradores de justicia. 
El Consejo de Estado en Sentencia del 28 de agosto de 2014, expediente 32.988 re-
conoce que la valoración de los medios probatorios en graves violaciones de derechos 
humanos debe flexibilizarse por las siguientes razones y de la siguiente manera: 
7.4. Flexibilización en la apreciación y valoración de los medios probato-
rios frente a graves violaciones de derechos humanos e infracciones al De-
recho Internacional Humanitario. En la gran mayoría de casos, las graves 
violaciones de derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Hu-
manitario en Colombia, cometidas en el marco del conflicto armado interno, 
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han acaecido en zonas alejadas de los grandes centros urbanos y en contextos 
de impunidad. Lo anterior ha producido que las víctimas, como sujetos de de-
bilidad manifiesta, queden en muchos casos en la imposibilidad fáctica de 
acreditar estas afrentas a su dignidad humana. Más aún, cuando no se ha lle-
vado una investigación seria por parte de las autoridades competentes, como 
en este caso, lo cual se traduce en una expresa denegación de justicia 
7.4.1.  Por tal razón el juez administrativo, consciente de esa inexorable reali-
dad, deberá acudir a criterios flexibles, privilegiar la valoración de medios de 
prueba indirectos e inferencias lógicas guiadas por las máximas de la expe-
riencia, a efectos de reconstruir la verdad histórica de los hechos y lograr ga-
rantizar los derechos fundamentales a la verdad, justicia y reparación de las 
personas afectadas. 
Por tanto, la Corte Constitucional ordena que se protejan los derechos tutelados toda 
vez que el juez de segunda instancia dejó de aplicar el principio de equidad para la 
flexibilización probatoria al dejar de hacer uso de las facultades otorgadas para per-
mitir a las victimas tener un juicio justo libre de todo impedimento resultado de la 
inferioridad manifiesta en su calidad de víctimas.   
b) Consejo de Estado de Colombia  
Sentencia 28 de agosto de 2014 – Rad. 05001-23-25-000-1999-01063-01 (32988). 
Consejero ponente: RAMIRO DE JESUS PAZOS GUERRERO – ACCION DE 
REPARACIÓN DIRECTA (APELACION SENTENCIA – SENTENCIA DE 
UNIFICACION) – Sala Plena  
El 27 de marzo de 1997 en la vereda Las Nieves del Corregimiento de San José de 
Apartadó Antioquia los jóvenes Heliodoro Zapata Montoya, Félix Antonio Valle Ra-
mírez y los señores Alberto Antonio Valle y José Elías Zapata Montoya salieron de 
la finca en la que habitaban y no retornaron a su hogar, razón por la cual los familiares 
de las victimas presentaron demanda de reparación directa en contra de la Nación por 
la muerte de Heliodoro y Alberto Antonio presentados como guerrilleros N.N muer-
tos en combate según el Ejército Nacional y la desaparición forzada de Félix Antonio 
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y José Elías, quienes se dedicaban a labores de agricultura en sus respectivos predios. 
El A quo negó las pretensiones porque los accionantes no presentaron las pruebas 
suficientes para demostrar la responsabilidad del Ejercito Nacional por la ejecución 
y desaparición forzada de las víctimas.  
El Consejo de Estado considera que en casos de graves violaciones de derechos hu-
manos debe aplicar el criterio de flexibilidad de los medios probatorios o estándares 
probatorios coincidiendo con la Corte Constitucional de Colombia al afirmar que el 
lugar en el cual se cometen estas vulneraciones son alejados de centros urbanos por 
tanto dan lugar a la impunidad, esta situación ha generado que las victimas “como 
sujetos de debilidad manifiesta, queden en muchos casos en la imposibilidad fáctica 
de acreditar estas afrentas a su dignidad humana.”. Este criterio es fundamental para 
que los jueces administrativos valoren cada caso haciendo uso de medios probatorios 
“indirectos e inferencias lógicas guiadas por las máximas experiencia”. 
La justificación de esta valoración flexible a la cual se refiere el Consejo de Estado 
es que existe el quebrantamiento del proceso tradicional porque en estos casos de 
graves violaciones de derechos humanos las partes están en desigualdad probatoria, 
ya que el Estado cuenta con todas las herramientas probatorias a su favor y es esto lo 
que debe llevar al operador jurídico a realizar una ponderación fáctica y de esta ma-
nera aplicar el criterio. 
Corte Interamericana de Derechos Humanos 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en su reglamento ha instituido crite-
rios flexibles probatorios resumidos en principios, que tienen como objetivo lograr la 
tutela efectiva de los derechos humanos como piedra angular de sus decisiones en 
casos de graves violaciones. Tomando como referencia los estándares probatorios in-
ternos de los Estados, la Corte quita rigurosidad a la admisión y valoración de los 
medios probatorios.  
Entre los principios que rigen y dan paso a la flexibilidad probatoria está el de la 
libertad probatoria, tema probandum y admisibilidad de la prueba en el caso Lori Be-
renson Mejía Vs. Perú se hace alusión a este principio recalcando que “el proceso es 
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un medio para realizar la justicia y esta no puede ser sacrificada en aras de meras 
formalidades, sin que por ello se afecte la seguridad jurídica y el equilibrio procesal 
entre las partes.” (Uribe, 2012, pág. 272). Lo anterior implica que los Derechos Hu-
manos y su garantía son el fundamento primordial en todos los casos de conocimiento, 
de esta manera las formalidades pierden relevancia ya que se busca un juicio justo y 
equitativo en pro de los Derechos Humanos. 
La Corte admite todas las pruebas que a consideración resulten útiles y necesarias 
para que a toda costa sean protegidos los Derechos Humanos, por tanto, tal como se 
refleja en el Reglamento de la Corte en el artículo 57 numeral 1 y 2 y 58 literal a) y 
b) existe una situación de flexibilidad al literal, pues, en el numeral 1 se plasma que 
las pruebas practicadas por la Comisión se incorporaran salvo que a consideración de 
la Corte se vuelvan a practicar y el numeral 2 que de manera excepcional se admiten 
pruebas extemporáneas por razones justificadas tal como fuerza mayor o caso for-
tuito. Además, en el artículo 59 se encuentra otra figura que salta las formalidades y 
hace un proceso probatorio eficaz y eficiente, pues en caso de que alguna prueba 
aportada por las partes en el proceso este incompleta o ilegible inmediatamente dentro 
del proceso sin dilación alguna, se otorga un plazo prudencial para que aquel que la 
aportó “corrija los defectos o remita las aclaraciones pertinentes”.  
Luego de la conformación de todo el acervo probatorio la Corte Interamericana rea-
liza la valoración probatoria teniendo como herramienta fundamentales el sistema de 
la sana critica es así como 
La misma Corte analiza las violaciones a la Convención, en consideración a 
los hechos que ella misma entiende probados, y los argumentos de las partes, 
apreciando y valorando las pruebas con sujeción a las máximas de la lógica y 
al experiencia, sin someterse a la regla de la tarifa legal (Uribe, 2012, pág. 
277) 
Esta valoración da lugar a que en casos como el de Colombia las victimas tengan una 
oportunidad adicional de probar los hechos pues la flexibilidad permite valerse de 
medios probatorios que bajo una justicia formal no serían permitidos para poder dar 
certeza a los jueces, tal como pruebas indirectas (indicios y pruebas circunstanciales). 
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Caso Las Palmeras vs. Colombia 2001 
El 23 de enero de 1991 la Policía Nacional y el Ejercito Nacional de Colombia lleva-
ron a cabo en conjunto una operación armada en el sector de Las Palmeras en el mu-
nicipio de Mocoa, Departamento de Putumayo, en la cual desde un helicóptero se 
abrió fuego cerca a la escuela del sector en la cual resultó herido un menor de edad y 
retenidas cinco personas civiles que se encontraban en el lugar; en custodia de la Po-
licía Nacional de Colombia fueron ejecutados extrajudicialmente. Antes de ser pre-
sentadas como bajas en combate fueron uniformadas y las ropas que llevaban fueron 
incineradas alterando los hechos ocurridos. 
En el proceso, el Estado colombiano reconoció su responsabilidad sobre la ejecución 
extrajudicial de seis de las siete personas, con el fin de demostrar la flexibilidad pro-
batoria que avoca la Corte Interamericana de Derechos Humanos en su estatuto en el 
artículo 58, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos aportó el acervo pro-
batorio en la denuncia ante la Corte y la Corte las incorporó al proceso sin necesidad 
expresa de volverlas a practicar.  
Por otro lado, acerca una persona no identificada, el Estado colombiano alegó que la 
muerte fue una baja en combate, argumento que desmintió la Corte decretando y prac-
ticando pruebas periciales que contrariaron los argumentos del Estado colombiano, el 
informe pericial manifiesta que la víctima fue ejecutada en estado de indefensión. Sin 
embargo, la flexibilidad probatoria no aplica siempre en los procesos que no cuentan 
con argumentos suficientes tal como lo pretende hacer valer la Comisión en la de-
manda, pues en el alegato final sugiere esta que se responsabilice al Estado colom-
biano por el hecho de omitir la investigación temprana en el ordenamiento interno 
para el esclarecimiento de los hechos en los cuales resultó muerta una de las siete 




3 Párrafo 39 y 40 Caso Las Palmeras vs. Colombia (Fondo), Sentencia 6 de diciembre de 2001 Corte Inter-
americana de Derechos Humanos. 
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Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú 2004 
El 21 de junio de 1991, la Policía Nacional del Perú detuvo sin orden judicial a los 
hermanos Emilio Moisés y Rafael Samuel Gómez Paquiyauri quienes eran menores 
de edad y una hora más tarde fueron ingresados sus cuerpos sin vida a la morgue con 
signos de tortura. Para la época de los hechos, existía una práctica sistemática de vio-
laciones de derechos humanos, entre ellas ejecuciones extrajudiciales, de personas 
sospechosas de pertenecer a grupos armados realizadas por agentes estatales si-
guiendo órdenes de jefes militares y policiales.4  
El Estado peruano pretende que la Corte no declare violación alguna de Derechos 
Humanos porque los hechos objeto de la demanda presentada por la Comisión ya 
fueron objeto de debate y la conducta de los agentes del Estado ya había sido conde-
nada, argumento que la Corte refuta al manifestar que con el proceso adelantado se 
buscaba determinar la responsabilidad como Estado por la practica antes mencionada 
vulnerando sus derechos humanos por el hecho de detener a una persona sin una orden 
judicial y brindarle la oportunidad de defenderse, es una grave violación de los dere-
chos humanos. 
La Corte Interamericana en la etapa probatoria aplica el criterio de flexibilidad y re-
salta que, con respecto a los procedimientos para decretar y practicar pruebas, no es-
tán sujetos a las mismas reglas aplicadas en las jurisdicciones internas de cada Estado, 
y la admisión de material probatorio no se ciñe a las formalidades procesales sino al 
contexto del caso en concreto, manteniendo el equilibrio entre las partes y el respeto 
a la seguridad jurídica. Bajo las reglas de la sana critica la Corte mantiene este equi-
librio y seguridad jurídica flexibilizando la carga de la prueba evitando precisamente 
las formalidades para fallar en casos específicos.  Este criterio es especialmente valido 
en relación con los tribunales internacionales de derechos humanos, los cuales dispo-
nen, para efectos de la determinación de la responsabilidad internacional de un Estado 
por violación de derechos de la persona, de una amplia flexibilidad en la valoración 
 
4 Párrafo 76 Caso Hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú. Sentencia de 8 de julio de 2004 (Fondo, Reparacio-
nes y Costas). Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
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de la prueba rendida ante ellos sobre los hechos pertinentes, de acuerdo con las reglas 
de la lógica y con la base en la experiencia.5  
Caso Juan Humberto Sánchez vs. Honduras 2003 
El 22 de julio de 1992, encontraron el cuerpo sin vida con signos de tortura del señor 
Juan Humberto Sánchez en el pozo de un rio llamado “Rio Negro” en Honduras, el 
día 11 de julio del mismo año había sido capturado por efectivos del Primer Batallón 
de Fuerzas Territoriales.  
La Corte reconoce que bajo el criterio de flexibilidad probatoria que las pruebas tes-
timoniales, circunstanciales o inferencias lógicas pertinentes en casos de ejecuciones 
extrajudiciales se les reconoce un alto valor dado las dificultades que derivan de estas 
situaciones cuando se enmarca en prácticas violatorias respaldadas por un Estado fal-
tando al deber de proteger los derechos humanos de cada ciudadano y la posición de 
la Corte Interamericana siempre será la de ir hasta las últimas instancias con el fin de 
proteger los derechos y la valoración probatoria la fundamenta en que las formalida-
des internas son distintas en el procedimiento del Tribunal y toda admisión e inclusión 
de una prueba al acervo probatorio se basa en el caso en particular que mantenga el 
equilibrio entre las partes y la seguridad jurídica bajo la sana critica evitando un quan-
tum de la prueba necesaria en general de un proceso6. 
El Sistema Interamericano de Derechos Humanos, representa un claro ejemplo de la 
aplicación del criterio de la flexibilidad probatoria. Desligado de cualquier modelo 
interno probatorio y sus formalidades, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
varía los estándares probatorios, siempre bajo el cumplimiento del objetivo de bridar 
equilibrio entre las partes, pues en instancia internacionales se entiende que el Estado 
involucrado siempre tendrá la facultad de presentar mayor acervo probatorio justifi-
cando su actuar en que “los grupos guerrilleros y los terroristas también violan dere-
chos humanos, sean agentes del Estado o miembros de la comunidad” pero lo que los 
 
5 Párrafo 41 Caso Hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú. Sentencia de 8 de julio de 2004 (Fondo, Reparacio-
nes y Costas). Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
6 Párrafo 30 Caso Juan Humberto Sánchez vs. Honduras. Sentencia de 7 de junio de 2003 (Excepción Prelimi-
nar, Fondo, Reparaciones y Costas). Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
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Estados no tienen en cuenta es que “el concepto de violación de los derechos humanos 
está referido solo a los actos cometidos por agentes del Estado” (Chacón Triana N. , 
2015) y que es su obligación independientemente del contexto interno de cada país 
procurar la protección de las personas. La admisibilidad probatoria y la valoración 
siempre se generará bajo los derroteros de la sana critica definido como “el arte de 
juzgar, atendiendo a la bondad y verdad de los hechos sin vicios ni error, mediante la 
lógica, la dialéctica, la experiencia, la equidad y artes afines y auxiliares y la moral” 
(Barrios Gonzalez, 2003, pág. 102). 
Análisis del criterio de flexibilidad probatoria 
Colombia como miembro del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, se le obliga a 
mantener y garantizar la protección de los derechos humanos de las personas que se encuen-
tren en el territorio nacional en cualquier tiempo, debido a esta condición tal como lo afirma 
(Chacón Triana, y otros, 2017) “todo menoscabo a los derechos humanos reconocidos en la 
Convención que pueda ser atribuido, según las reglas del Derecho internacional, a la acción 
u omisión de cualquier autoridad pública, constituye un hecho imputable al Estado” (págs. 
64-65) en razón de que “El ejercicio de la función pública tiene unos límites que derivan de 
que los derechos humanos son atributos inherentes a la dignidad humana y, en consecuencia, 
superiores al poder del Estado” (pág. 65).  
Esto quiere decir que los Estados que promulguen la garantía y protección de los derechos 
humanos en su sistema interno, amparados en normas internacionales que ponen límites a 
toda acción u omisión que implique vulneración de derechos. Sin embargo, esta obligación 
adquirida por el Estado colombiano se ha incumplido constantemente, ejemplo de ello fue el 
escándalo ya mencionado de las ejecuciones extrajudiciales o mal llamado “falsos positivos”. 
Aquí se evidencia la vulneración directa del derecho a la vida de personas considerado en la 
comunidad internacional como fundamental, pues de este de desprenden los demás derechos 
humanos y al cometerse graves violaciones de derechos humanos “impulsadas o toleradas 
por el Estado, contrarias al jus cogens, se genera un clima incompatible con una efectiva 
protección del derecho a la vida” (Chacón Triana, y otros, 2017, pág. 145). 
Cuando se conocen estas infracciones por parte del Estado colombiano, se intenta justificar 
este comportamiento en una exclusión de responsabilidad por diversos motivos, entre ellos 
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enfrentamientos armados con grupos armados organizados al margen de la ley. La obligación 
de proteger se vulnera, por esta se exige al Estado reparar los daños causados, como se reflejó 
en las sentencias mencionadas anteriormente, existe un desequilibrio probatorio entre las par-
tes de un proceso bien sea penal, disciplinario o administrativo, porque todo el sistema está 
del lado del Estado, desamparando el acceso a la justicia y debido proceso al que tienen 
derecho todas las victimas involucradas dentro de estos casos. 
Por esta razón las altas cortes en los fallos revisados en el acápite anterior, expresaron la 
importancia de garantizar a todas las victimas un juicio justo y una igualdad probatoria en la 
que para cada caso de graves violaciones, se analicen las circunstancias en las que se dieron 
los hechos y se reconsideren estándares que a la postre dan complementariedad a los supues-
tos facticos que encierran los abusos del uso de la fuerza pública en el marco del conflicto 
armado no internacional colombiano. 
De allí que la aplicación del criterio de flexibilidad probatoria en graves violaciones de de-
rechos humanos implica una necesidad y un cambio en la administración de justicia frente a 
estos casos, tal como lo reconoce la Corte Constitucional en graves violaciones de derechos 
humanos el juez conforme al desequilibrio que se presenta debe fallar bajo los principios pro 
homine y de equidad según la sentencia SU035/18, pues la carga probatoria en estos casos 
recae sobre la victima quien se ve limitado al momento de demostrar hechos porque única-
mente cuenta con medios probatorios indirectos como los indicios caso distinto al Estado 
como la otra parte en el proceso quien cuenta con pruebas directas como documentos y prue-
bas periciales situación que genera inestabilidad jurídica y es allí donde el criterio de flexi-
bilidad probatoria aplica ya que 
implica la adopción de singularidades que derivan en la minimización de las formali-
dades que regulan la actividad probatoria dentro del proceso judicial. Se admite 
cuando los hechos que dan vida al proceso revisten una gravedad tal que ponen a la 
víctima en una situación de desventaja al reclamar la protección jurisdiccional de sus 
derechos (Sánchez Gutierrez, Córdoba Hernández, Serrano Manrique, & Castro 
Bermúdez, 2019). 
Por ejemplo, desde el derecho penal, el homicidio en persona protegida, reconocido como un 
Crimen de Guerra en el Estatuto de Roma de 1998 ratificado por Colombia, el juez debe 
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realizar un estudio probatorio en principio que le permita determinar que esta conducta pu-
nible fue tal, es decir, que la diferencie de otras según (Posada Maya, 2015) debe centrarse 
en tres pilares “a) el conflicto armado como objeto de prueba; b) los elementos de los críme-
nes como objetos de prueba particulares; y c) la relación contextual entre el crimen individual 
y el conflicto armado como objeto de prueba”  
El primer pilar conflicto armado como objeto de prueba, hace referencia a los elementos 
de tiempo, modo y lugar además del contexto en el cual se consumó la conducta, es decir el 
conflicto armado y todo lo que contiene la expresión, el segundo pilar elementos de los crí-
menes como objetos de prueba particulares se refiere a los elementos determinantes en el 
sujeto activo que lo impulsaron a vulnerar los derechos humanos del sujeto pasivo que tiene 
la calidad de persona protegida brindada por el DIH y el tercer pilar relación contextual 
entre el crimen individual y el conflicto armado como objeto de prueba es el nexo causal 
entre los dos primeros, que en pocas palabras significa que el sujeto activo (militar) actuó 
como tal, bajo la orden de una operación militar, resultado de un trabajo de inteligencia en la 
lucha del conflicto armado en territorio determinado (en la mayoría rural) con el fin de dar 
de baja a “combatientes” (sujetos pasivos) que en realidad son civiles considerados personas 
protegidas por los Convenios de Ginebra y sus Protocolos Adicionales. 
Tal como se mencionó, el nexo causal resulta ser para el juez lo que determina la veracidad 
de los hechos con las pruebas aportadas por las partes, que al final resultan ser siempre favo-
rables al sujeto activo, pues son las documentales y periciales por excelencia las que dan las 
que dan la razón para motivar y es aquí donde se refleja el desequilibrio entre las partes, 
porque las victimas en estos casos los familiares no tienen más que acudir a pruebas indirec-
tas que tienen como finalidad remitir a hechos razonables con el fin de probar otros, entre 
ellas los indicios, que pasan a un segundo plano por no reunir los elementos probatorios 
suficientes, situación que critica (Michele Taruffo, 2015) al afirmar que a los indicios se les 
da un carácter residual y los define como “cualquier cosa o circunstancia de la que se puedan 
extraer inferencias y formular conclusiones sobre la verdad o falsedad de un enunciado que 
se refiere a un hecho relevante para la decisión” critica que coincide con el criterio de flexi-
bilidad probatorio que busca en estos casos que el juez valore flexiblemente todos los medios 
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de prueba en estándares iguales y que los indicios como pruebas indirectas sirvan para lograr 
el equilibrio probatorio. 
Según la Corte Constitucional en la sentencia SU-035/18, el argumento de aplicación del 
criterio de flexibilidad probatorio es el principio de equidad, que en materia de administra-
ción de justicia permite al operador jurídico “evaluar con razonabilidad la aplicabilidad de 
las exigencias impuestas por la norma general” (Merchán Garibello, 2018, pág. 5) a través 
de la sana critica aplicada a cada caso en específico para que se impida una injusticia por las 
formalidades probatorias que se exijan para cumplir con su actividad encomendada, tal como 
lo menciona la Corte Constitucional: 
La injusticia puede surgir, primero, de la aplicación de la ley a un caso cuyas particu-
laridades fácticas no fueron previstas por el legislador, dado que este se funda para 
legislar en los casos usuales, no en los especiales y excepcionales, La omisión le-
gislativa consiste en no haber contemplado un caso especial en el cual aplicar la 
regla general produce un efecto injusto. Segundo, la injusticia puede surgir de la 
ausencia de un remedio legal, es decir, ante la existencia de un vacío. En esta segunda 
hipótesis, la equidad corrige la ley, en la segunda integra sus vacíos. Así entendida, 
la equidad brinda justicia cuando de la aplicación de la ley resultaría una injusticia 
(Sentencia C-284/15, 2015) (Negrilla fuera de texto). 
De esta manera, el principio de equidad como criterio auxiliar reconocido en el artículo 230 
de la Constitución Política de Colombia, brinda al juez la oportunidad de ampliar su inter-
pretación y razonamiento jurídico en cada caso de graves violaciones de derechos humanos, 
el velo que representa las pruebas decretadas y practicadas que en su mayoría son aportadas 
por el Estado para su defensa, logra romperlo el principio de equidad porque “actúa como un 
elemento de ponderación, que hace posible que el operador jurídico atribuya y distribuya las 
cargas impuestas por la norma general, proporcionalmente de acuerdo con aquellos elemen-
tos relevantes que la ley no considera explícitamente” (Sentencia C-1547/00, 2000). 
Con el fin de aplicar el principio de equidad, el juez debe motivar su actuación y para ello 
hace uso de la sana critica tal como lo consideró las Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos en los pronunciamientos analizados anteriormente. La sana critica en pocas palabras 
da el sentido y la visualización extraprocesal de que es lo justo en pro de las partes del 
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proceso, es decir, la equidad es la razón para fallar, pero es la sana critica junto con las reglas 
de la experiencia que permiten direccionar lo que se considera justo. Así como lo pretendió 
Kant con la teoría del conocimiento tal como lo afirma (Barrios Gonzalez, 2003) este “ela-
boró un sistema de razonamiento crítico, con el que confrontó el racionalismo dogmático y 
el empirismo y pretendió superarlos. (…) desde esa posición ecléctica no le dio valor sólo a 
la razón sino, también, a la experiencia” (pág. 104). El juez debe mantener una delgada línea 
entre lo ordenado por la ley y lo que intuye su razonamiento, con base en ello, no puede 
descartar ninguno de los dos sino por el contrario complementarlos y así aplicar el criterio de 
flexibilidad probatoria. 
Por otro lado, está el principio pro homine o pro-persona el cual responde a la favorabilidad 
con la que el juez debe interpretar las normas en virtud de la garantía de los derechos de las 
personas, la Corte Constitucional lo define de la siguiente manera: 
El principio de interpretación <pro homine>, impone aquella interpretación de las 
normas jurídicas que sea más favorable al hombre y sus derechos, esto es, la preva-
lencia de aquella interpretación que propenda por el respeto a la dignidad humana y 
consecuentemente por la protección, garantía y promoción de los derechos humanos 
y de los derechos fundamentales consagrados a nivel constitucional (Sentencia C-
435/13, 2013) 
Asimismo, el principio pro homine ordena al juez que al momento interpretar y aplicar las 
leyes y normas que guían un proceso, sean armonizadas con los derechos humanos recono-
cidos, para lograr esta armonía la formación y conocimiento integral de un juez se compone 
según (Castilla, 2009), de “conocimiento de normas internacionales que son vinculantes de 
la vigencia de normas constitucionales que buscan proteger a la persona, que conozca los 
criterios de su interpretación, así como las posibilidades y modalidades de esa aplicación” 
(pág. 66) este conocimiento brinda al juez los criterios para garantizar una verdadera admi-
nistración de justicia en razón de que  
los derechos inherentes a la persona, reconocidos por la consciencia jurídica univer-
sal, deben ser protegidos frente al accionar u omitir ilegítimos del Estado, esto es, de 
sus agentes, empleados, funcionarios o servidores públicos, las cadenas de mando, 
los grupos clandestinos e irregulares a su servicio, así como frente a la red de 
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interacciones institucionales que favorecen, permiten o amparan las violaciones de 
derechos humanos. (Castilla, 2009, pág. 70). 
Finalmente, reuniendo los elementos mencionados, el criterio de flexibilidad probatoria lo 
que busca como herramienta jurídica es la de disminuir el impacto para las víctimas de graves 
violaciones de derechos humanos, pues, la acción de ir en contra de los intereses del Estado 
de entrada representa inestabilidad, bien sea que los hechos se pongan en conocimiento de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, la Corte Constitucional de Colombia o el Con-
sejo de Estado, la presión que ejerce una controversia de tal magnitud, da lugar a que se 
aplique, como bien lo ha justificado la Corte Interamericana “los casos de violaciones a los 
derechos humanos objeto de cuestionamientos van acompañados de políticas formales e in-
formales de supresión de todo elemento de prueba” (Uribe, 2012).  
A continuación, se establecerán los puntos a favor y en contra de la aplicación del criterio de 
flexibilidad probatoria luego de realizada la investigación 
PRO  CONTRA 
❖ El criterio de flexibilidad probatoria 
permite al operador jurídico dar ma-
yor relevancia a medios materiales 
probatorios indirectos que permitan 
inferencias lógicas basadas en las re-
glas de la experiencia.  
❖ Desde la perspectiva de la CIDH ga-
rantiza la protección efectiva de los 
derechos humanos de las personas 
víctimas de las prácticas de los Esta-
dos parte del Sistema Interameri-
cano de Derechos Humanos. 
❖ Esta flexibilidad probatoria da res-
paldo a las partes en el proceso y dis-
minuye la brecha de desigualdad 
probatoria, ya que el Estado 
❖ A pesar de ser un aspecto relevante en 
la evolución para la protección efectiva 
de derechos humanos, el criterio de fle-
xibilidad puede ser un justificante para 
la consumación de más delitos porque 
las practicas del Estado frente a la eli-
minación de elementos probatorios di-
rectos por ejemplo manipulación de 
testigos, ejecución de estos, alteración 
de documentos y demás con el fin de 
que se aplique siempre este criterio y 
de esta manera ocultar información que 
si bien no puede servir para el caso en 
cuestión si aportaría para ir descu-
briendo el actuar indebido del Estado 
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colombiano tiene a su disposición 
todo un aparato que le facilita la ob-
tención de pruebas que sirvan para 
su defensa de corte nacional e inter-
nacional. 
❖ El fortalecimiento institucional que 
brinda el criterio de flexibilidad pro-
batoria en graves violaciones de de-
rechos humanos como modelo apli-
cado en las sentencias de la Corte In-
teramericana de Derechos Humanos 
brinda seguridad con fundamentos 
pro-justicia y no normativo formal. 
 
en más aspectos no solo en graves vio-
laciones de derechos humanos. 
❖ El criterio de flexibilidad probatoria 
vulnera el debido proceso y de una u 
otra manera la imparcialidad del juez 
se ve afectada pues el hecho de conce-
bir que pruebas indirectas lo lleven a 
realizar una valoración probatoria 
desde la sana crítica y las reglas de la 
experiencia vicia su criterio porque en 
todos los casos estas prueban tienden a 
beneficiar a las víctimas.  
 
Conclusiones 
El Derecho Internacional Humanitario es la génesis en el mundo de la necesidad de repensar 
las medidas, medios y mecanismos empleados en los conflictos armados internacionales y 
no internacionales, a pesar de ser la rama del Derecho Internacional con el mayor número de 
tratados, costumbres y principios ratificados y adoptados a nivel global, sigue siendo irres-
petado por los Estados. Este es el caso del Colombia que como consecuencia de un conflicto 
armado de más de 60 años de vigencia con la participación de grupos guerrilleros como las 
FARC-EP y el ELN como los más influyentes que han cobrado la vida de miles de personas 
civiles consideradas por el DIH como personas protegidas, ha causado desplazamiento for-
zoso, secuestros y otras tantas graves violaciones a los derechos humanos. 
El afán de los gobiernos de turno a lo largo del conflicto por acabar con el conflicto armado 
llevó a procesos de paz frustrados para finalmente desembocar en una Política de Seguridad 
Democrática promovida por el expresidente Álvaro Uribe Vélez en sus dos periodos 2002-
2006 y 2006-2010, con la cual se pretendió combatir a toda costa estos grupos guerrilleros y 
así acabar con los actos terroristas que con motivo del 11-S tomaron un aspecto transnacional. 
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Las ejecuciones extrajudiciales o mal llamados “falsos positivos” en los periodos de presi-
dencia de Álvaro Uribe Vélez, son un punto que marcó la diferencia en el tratamiento de 
estos casos de graves violaciones de derechos humanos. Como se pudo observar en la gráfica, 
en el análisis de las sentencias, los casos registrados son de la última década del siglo XX lo 
cual permite inferir que el conflicto armado no internacional en Colombia reconocido por la 
comunidad internacional es una especie de auto conflicto del cual se han valido los gobiernos 
de turno para sacar provecho de las ayudas provenientes del exterior para obtener la paz y las 
únicas víctimas han sido los colombianos. 
La efectividad de esta política se tradujo en resultados por parte de la Fuerzas Armadas que 
a la luz del escarnio público aumentaron cifras dando a la población un parte de “tranquili-
dad”, que se acabó a finales de la primera década del siglo XXI cuando se dio a conocer el 
escándalo de los “falsos positivos” desenmascarando el actuar militar y gubernamental con 
esta práctica cometiendo graves violaciones de derechos humanos que además eran vetados 
del acceso a la administración de justicia. 
Esta situación se generó por la desigualdad entre las partes del proceso, pues de un lado el 
Estado, significado de superioridad, contaba con una cantidad de material probatorio en con-
tra las victimas que por su parte no tenían material probatorio que pudiese comprobar los 
hechos alegados, situación que advirtió la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
y la Corte Interamericana de Derechos Humanos en varias decisiones resaltando que ningún 
argumento de los Estados justificaría la vulneración de derechos humanos por dos razones, 
la primera, porque la obligación adquirida por cada uno de los miembros de la Convención 
de Derechos Humanos es velar por la garantía y protección de cada uno de los habitantes de 
su territorio en el caso colombiano de los grupos armados ilegales y de los miembros de sus 
propias Fuerzas Armadas y la segunda, que su jurisdicción nacional al igual que la interna-
cional debe ser dócil ante las trabas legales que imposibiliten dicha garantía y protección. 
Con el fin de contrarrestar esta desigualdad, la Corte Constitucional de Colombia, Consejo 
de Estado y la Corte Interamericana de Derechos Humanos fijaron un precedente nacional e 
internacional donde el criterio de flexibilidad probatoria para casos de graves violaciones de 
derechos humanos resulto ser un método con el que los jueces pueden brindar equilibrio y 
seguridad jurídica a las partes vinculadas en los procesos de graves violaciones de derechos 
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humanos, sobre todo las victimas quienes por motivos de tiempo, modo y lugar les resulta 
difícil recolectar pruebas que permitan acreditar los hechos.  
Bajo los principios de equidad aplicado desde la sana crítica y la regla de la experiencia, y el 
principio pro homine, el criterio de flexibilidad probatorio permite que en casos donde no sea 
posible probar hechos en razón de la imposibilidad o debilidad manifiesta por parte de la 
víctima, los estándares probatorios sean laxos en ciertos aspectos, por ejemplo en pruebas 
documentales que requieran autenticidad o medios probatorios indirectos que permitan infe-
rencias lógicas que complementen y den certeza de los hechos finalmente al juez con el ob-
jetivo de garantizar el debido proceso, acceso a la justicia, verdad y reparación según sea la 
jurisdicción de conocimiento de cada caso. 
El modelo de criterio de flexibilidad probatoria ha sido tomado por los tribunales de Colom-
bia del trámite probatorio propio de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ya que 
la valoración probatoria se basa en principios tales como el de libertad de la prueba y la 
admisibilidad de la prueba que es uno de los puntos importantes en la flexibilidad de la Corte 
pues la figura de extemporaneidad tiene excepciones y permite la incorporación de aquellas 
que sean debidamente justificada este tribunal internacional se desliga totalmente de las nor-
mas internas de cada Estado debido al manejo del estándar probatorio, por tanto, las forma-
lidades pasan a un segundo plano, en razón de la responsabilidad que recae sobre este de 
garantizar la protección ante las vulneraciones de derechos por prácticas ejercidas por los 
Gobiernos de cada país. Y puede ser tomado como una cura metafóricamente hablando al 
peligro que representa condenar a un Estado, pues es evidente que el peso que recae sobre 
las víctimas de estas graves violaciones de derechos humanos los estigmatizan internamente 
pues su actuar va en contra de los intereses de cada Estado. 
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